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Jueza Santiago Calderón y la Jueza Álvarez Esnard1 
 
Santiago Calderón, Jueza Ponente 

 
RESOLUCIÓN 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 12 de agosto de 2024. 

 Comparece ante nos el señor Carlos Aguilar Castro (señor 

Aguilar Castro o peticionario) mediante recurso de Certiorari y nos 

solicita la revisión de la Resolución emitida el 2 de mayo de 2024, 

notificada el 6 de mayo de 2024, por el Tribunal de Primera 

Instancia, Sala Superior de San Sebastián (TPI o foro primario). 

Mediante el aludido dictamen, el foro primario declaró No Ha Lugar 

la Moción de Reconsideración instada por el peticionario.  

 Por los fundamentos que expresamos a continuación, 

denegamos el auto de certiorari. 

 

 
1 El caso de epígrafe se asigna a este Panel conforme a la Orden Administrativa 
OAJP-2021-086 sobre Normas para la Asignación de Recursos Nuevos 

Previamente Presentados en el Tribunal de Apelaciones, emitida el 4 de noviembre 

de 2021, con efectividad del 10 de enero de 2022. 
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I. 

 Los hechos que precedieron la controversia ante nuestra 

consideración son los que se describen a continuación. 

El 12 de mayo de 2021, el señor Samuel Estronza Alvarado, 

la señora Mayra Enid Ojeda Padovani y la Sociedad Legal de Bienes 

Gananciales compuesta por ambos (en conjunto, los recurridos), 

instaron una Demanda2 sobre incumplimiento de contrato contra el 

señor Aguilar Castro, Garage Door and More PR, LLC (Garage Door), 

y la señora Isaura Pérez (señora Pérez). Al día siguiente, el 13 de 

mayo de 2021, los recurridos presentaron los emplazamientos 

correspondientes para su expedición3. Luego, el 16 de agosto de 

2021, la Secretaria del TPI expidió los mismos4. 

El 23 de septiembre de 2021, el señor Aguilar Castro 

compareció por medio de una Moción Solicitado Traslado5, al amparo 

de la Regla 3.5 de las de Procedimiento Civil6. En esencia, el 

peticionario requirió que el caso fuera transferido a la Sala Superior 

de San Sebastián. El 4 de octubre de 2021, los recurridos se 

opusieron mediante Moción en Oposición a Traslado7.  

Poco más de un año después de presentada la solicitud, el 15 

de marzo de 2023, notificada el 23 de marzo de 2023, el TPI emitió 

Resolución8 autorizando el traslado9. Ulteriormente, el 28 de marzo 

de 2023, emitió Orden10 concediendo un término de diez (10) días a 

los recurridos para mostrar causa por la cual no debía desestimarse 

la demanda por inacción, de conformidad a la Regla 39.2(b) de las 

de Procedimiento Civil11. No obstante, los recurridos no 

 
2 Apéndice del recurso, págs. 1-3. 
3 Véase entrada número 2 del expediente electrónico en el Sistema Unificado de 

Manejo y Administración de Casos (SUMAC). 
4 Véase entradas número 4, 5 y 6 del expediente electrónico en el SUMAC. 
5 Apéndice del recurso, págs. 4-5. 
6 32 LPRA Ap. V, R. 3.5. 
7 Véase entrada número 9 del expediente electrónico en el SUMAC. 
8 Véase entrada número 10 del expediente electrónico en el SUMAC. 
9 La Orden correspondiente fue emitida el 23 de marzo de 2023, y notificada el 27 
de marzo de 2023. Véase Apéndice del recurso, pág. 6. 
10 Apéndice del recurso, pág. 7. 
11 32 LPRA Ap. V, R. 39.2(b). 
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comparecieron. En consecuencia, el 18 de abril de 2023, notificada 

el 24 de abril de 2023, el foro primario dictó Sentencia12 

desestimando la Demanda y ordenando su archivo. En desacuerdo, 

el 4 de mayo de 2023, los recurridos solicitaron reconsideración13. 

Arguyeron que la inactividad en el caso respondía a que se 

encontraban a la espera de la determinación del TPI en cuanto a la 

solicitud de traslado. Sin embargo, el mismo 4 de mayo de 2023, 

notificado el 8 de mayo de 2023, se declaró No Ha Lugar la misma14. 

Oportunamente, el 6 de junio de 2023, los recurridos 

acudieron ante nos mediante recurso apelativo, en el caso número 

KLAN202300491. Luego, el 7 de agosto de 2023, este mismo Panel 

emitió Sentencia, en la cual revocó el dictamen del TPI y devolvió el 

caso a dicho foro para la continuación de los procedimientos. En esa 

ocasión, razonamos que el TPI desestimó la demanda sin apercibir 

a las partes sobre las consecuencias que ello implica, y sin haberles 

impuesto sanciones a los representantes legales de las partes previo 

a la desestimación, según lo exigen las Reglas de Procedimiento 

Civil. 

De vuelta al TPI, y tras varias incidencias procesales15, el 9 de 

octubre de 2023, los recurridos presentaron Moción Solicitando 

Anotación de Rebeldía16. En lo pertinente, adujeron que la señora 

Pérez y Garage Door habían sido emplazados el 10 de septiembre de 

2021 y las mismas no habían comparecido dentro del término 

dispuesto en las Reglas de Procedimiento Civil. Junto a su escrito, 

los recurridos incluyeron los referidos emplazamientos 

 
12 Apéndice del recurso, págs. 8-9. 
13 Véase entrada número 15 del expediente electrónico en el SUMAC. 
14 Véase entrada número 16 del expediente electrónico en el SUMAC. 
15 Hacemos constar que el 1 de septiembre de 2023, los recurridos presentaron 

una primera moción solicitando la rebeldía de la señora Pérez y Garage Door. La 

misma fue acompañada con copia de los emplazamientos diligenciados. Sin 

embargo, el 12 de septiembre de 2023, el TPI declaró la misma No Ha Lugar, toda 

vez que el mandato de este Tribunal Apelativo relacionado al caso número 
KLAN202300491 no había sido notificado. Véase apéndice del recurso, págs. 13-

18, y entrada 22 del expediente electrónico en el SUMAC. 
16 Véase entrada número 23 del expediente electrónico en el SUMAC. 
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diligenciados17. Por lo anterior, solicitaron la anotación de rebeldía 

de la señora Pérez y de Garage Door. 

Tras otros varios trámites procesales, el 23 de octubre de 

2023, el señor Aguilar Castro presentó Moción Solicitando la 

Desestimación de la Demanda18. En síntesis, manifestó que la 

demanda no exponía hechos suficientes que justificaran la 

concesión de un remedio. Más adelante, el 14 de noviembre de 2023, 

los recurridos presentaron Moción en Oposición a Desestimación19. 

Por medio de esta, alegaron que la moción dispositiva presentada 

por el peticionario era prematura, toda vez que aún no había 

comenzado el descubrimiento de prueba. 

Evaluadas las posturas de las partes, el 22 de febrero de 2024, 

notificada el 26 de febrero de 2024, el TPI dictó Sentencia20. En 

primer lugar, el foro primario declaró Ha Lugar la solicitud de 

desestimación presentada por el peticionario, con perjuicio. 

Concluyó que resultaba evidente que la demanda “deja de exponer 

una reclamación que justifique la concesión de un remedio a su 

favor y en contra del codemandado Carlos Aguilar Castro”21. En 

segundo lugar, el TPI resolvió que ninguna de las codemandadas, 

entiéndase la señora Pérez y Garage Door, habían sido emplazadas 

dentro del término reglamentario, por lo que desestimó la demanda 

contra estas dos, sin perjuicio. 

Insatisfechos, el 12 de marzo de 2024, los recurridos 

presentaron Moción de Reconsideración y Solicitando Permiso para 

Enmendar Demanda22. En cuanto a la reconsideración, adujeron 

que los emplazamientos sí habían sido diligenciados dentro del 

término exigido por las Reglas de Procedimiento Civil. En específico, 

 
17 Véase Apéndice de la oposición, págs. 1-4. 
18 Apéndice del recurso, págs. 19-20. 
19 Apéndice del recurso, págs. 21-23. 
20 Apéndice del recurso, págs. 24-28. 
21 Apéndice del recurso, pág. 28. 
22 Apéndice del recurso, págs. 29-33. 
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sostuvieron que el diligenciamiento se había efectuado el 10 de 

septiembre de 2021. Arguyeron que, toda vez que los 

emplazamientos habían sido expedidos el 16 de agosto de 2021, el 

diligenciamiento de los mismos resultó oportuno. En apoyo a su 

postura, los recurridos señalaron que los emplazamientos 

diligenciados constaban en el expediente del tribunal, adjuntados a 

la solicitud de anotación de rebeldía previamente presentada. 

Por otro lado, sobre la solicitud de autorización para 

enmendar la demanda, los recurridos sostuvieron que las 

negociaciones alegadas en la Demanda habían sido directamente 

pactadas con el señor Aguilar Castro, en su carácter personal. 

Detallaron que, para la fecha del 12 de marzo de 2022, le entregaron 

a este un cheque en concepto de depósito, por la cantidad de ocho 

mil setenta y cinco dólares ($8,075.00). Además, indicaron que el 

cheque fue endosado y cobrado por el señor Aguilar Castro. 

Expresaron también, que se les debía brindar la oportunidad de 

demostrar los hechos alegados en cuanto a la participación del 

peticionario, por lo que este debía permanecer en el pleito para 

responder a la parte aquí recurrida. 

 Por todo lo anterior, los recurridos solicitaron que se dejara 

sin efecto el dictamen emitido por el TPI, y que se permitiera la 

enmienda a la demanda. 

 El 12 de marzo de 2024, notificada al próximo día, el TPI 

emitió una Orden23, concediendo un término de veinte (20) al señor 

Aguilar Castro para fijar su posición. Además, el foro primario hizo 

constar la siguiente expresión: “Aclaramos que es correcto lo alegado 

por la parte demandante en cuanto a los emplazamientos 

diligenciados a los otros codemandados conforme surge de la 

 
23 Apéndice del recurso, pág. 39. 
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Entrada 23 en SUMAC, por lo cual sobre este particular el Tribunal 

habrá de reconsiderar su determinación”24. 

 El 1 de abril de 2024, el peticionario instó un escrito intitulado 

Moción en Cumplimiento de Orden y Solicitud para que se deje sin 

efecto Sentencia25. En esta, el señor Aguilar Castro sostuvo que el 

TPI carecía de jurisdicción para emitir un dictamen. Para 

fundamentar su posición, explicó que la presentación del recurso 

apelativo en el caso número KLAN202300491 no fue notificada a 

todas las partes. En lo específico, señaló que el recurso presentado 

no se le notificó a la señora Pérez ni a Garage Door. Adujo que dicho 

defecto de notificación privó a este Tribunal Apelativo de 

jurisdicción, por lo que la determinación final emitida en el caso 

número KLAN202300491 era nula. 

 Consecuente a lo anterior, sostuvo que el término para apelar 

la Sentencia dictada el 18 de abril de 2023 por el TPI −mediante la 

cual el foro desestimó inicialmente la Demanda− no fue 

interrumpido adecuadamente. De modo que, el referido dictamen 

era final, firme e inapelable. 

 Cabe destacar que, en su escrito, el señor Aguilar Castro 

adujo que no instó su solicitud de desestimación bajo el fundamento 

de falta de notificación, puesto que al momento de su presentación 

desconocía que se habían emplazado a todas las partes. Adujo, 

además, que el recurso apelativo en el caso número 

KLAN202300491 fue presentado ante el Tribunal de Apelaciones el 

6 de junio de 2023, y no fue hasta el 1 de septiembre de 2023 que 

los recurridos presentaron los emplazamientos diligenciados ante el 

TPI junto a la solicitud de anotación de rebeldía. 

 A tenor con lo anterior, el señor Aguilar Castro solicitó que se 

declarara con lugar su moción y se dejara sin efecto la Sentencia 

 
24 Apéndice del recurso, pág. 39. 
25 Apéndice del recurso, págs. 40-46. 
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emitida el 22 de febrero de 2024. Reclamó también una suma de 

$2,500.00 en concepto de honorarios de abogado. El 2 de abril de 

2024, el tribunal recurrido emitió Orden26, resolviendo lo siguiente: 

“No ha lugar. El asunto de alegada falta de jurisdicción sobre el 

recurso de apelación no le corresponde a este tribunal de primera 

instancia. Se conceden 10 días finales para presentar oposición en 

sus méritos”27.  

 Así las cosas, el 17 de abril de 2024, el peticionario instó dos 

(2) mociones ante el foro primario. En lo que concierne a la 

controversia ante nos, el señor Aguilar Castro presentó Moción de 

Reconsideración28 relacionada a la determinación del TPI reseñada 

en el párrafo que antecede. En suma, el peticionario insistió en que 

la Sentencia emitida por esta segunda instancia judicial en el caso 

número KLAN202300491 era nula, por lo que el TPI carecía de 

jurisdicción. 

 Posteriormente, el 2 de mayo de 2024, notificada el 6 de mayo 

de 2024, el foro primario emitió Resolución29 declarando No Ha 

Lugar la solicitud de reconsideración presentada por el señor 

Aguilar Castro. El foro primario concluyó que venía obligado a lo 

determinado por este Tribunal Apelativo mediante sentencia. 

 No conteste con lo anterior, el 28 de mayo de 2024, el señor 

Aguilar Castro presentó recurso de Certiorari ante este foro revisor 

en el que esbozó el siguiente señalamiento de error: 

Cometió error el TPI al no concluir su falta de jurisdicción al 
alegarse por el co-demandado peticionario que la apelación 
radicada en el caso KLAN202300491, no le fue notificada a 
todas las partes y por tanto la Sentencia es nula y por 
consiguiente la Sentencia dictada por el TPI el día 18 de abril 
de 2023, es final, firme e inapelable. 
 

El 3 de junio de 2024, emitimos una Resolución en la que le 

concedimos un término de diez (10) días a la parte recurrida para 

 
26 Apéndice del recurso, pág. 47. 
27 Apéndice del recurso, pág. 47. 
28 Apéndice del recurso, págs. 48-50. 
29 Apéndice del recurso, págs. 51-52. 
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expresar su posición en torno al recurso. El 14 de junio de 2024, los 

recurridos comparecieron mediante Memorando en Oposición a que 

se expida auto de Certiorari. 

Con el beneficio de la comparecencia de ambas partes, 

procedemos a resolver. 

II. 

-A- 

El auto de certiorari constituye un vehículo procesal 

discrecional que permite a un tribunal de mayor jerarquía revisar 

las determinaciones de un tribunal inferior30. La determinación de 

expedir o denegar este tipo de recursos se encuentra enmarcada 

dentro de la discreción judicial31. De ordinario, la discreción consiste 

en “una forma de razonabilidad aplicada al discernimiento judicial 

para llegar a una conclusión justiciera”32. Empero, el ejercicio de la 

discreción concedida “no implica la potestad de actuar 

arbitrariamente, en una u otra forma, haciendo abstracción del 

resto del derecho”33. 

La Regla 40 del Reglamento del Tribunal de Apelaciones34, 

establece los criterios que este foro debe tomar en consideración al 

entender o no en los méritos los asuntos planteados mediante un 

recurso de certiorari. La aludida regla dispone lo siguiente: 

(A) Si el remedio y la disposición de la decisión recurrida, a 
diferencia de sus fundamentos, son contrarios a derecho. 

(B) Si la situación de hechos planteada es la más indicada 
para el análisis del problema. 

(C) Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error craso y 
manifiesto en la apreciación de la prueba por el Tribunal de 
Primera Instancia.  

 
30 Véase Torres González v Zaragoza Meléndez, 211 DPR 821 (2023); 800 Ponce de 
León v. AIG, 205 DPR 163, 174 (2020); IG Builders et al. v. BBVAPR, 185 DPR 307, 

337-338 (2012); García v. Padró, 165 DPR 324, 334-335 (2005); Negrón v. Srio. de 
Justicia, 154 DPR 79, 90-92 (2001). 
31 Íd. 
32 Medina Nazario v. McNeil Healthcare LLC, 194 DPR 723, 729 (2014); Negrón v. 
Srio. De Justicia, 154 DPR 79, 91 (2001).  
33 Íd. 
34 4 LPRA XXII-B, R. 40. 
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(D) Si el asunto planteado exige consideración más detenida 
a la luz de los autos originales, los cuales deberán ser 
elevados, o de alegatos más elaborados. 

(E) Si la etapa del procedimiento en que se presenta el caso 
es la más propicia para su consideración.  

(F) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar causa 
no causan un fraccionamiento indebido del pleito y una 
dilación indeseable en la solución final del litigio.  

(G) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar causa 
evita un fracaso de la justicia. 

 

Un certiorari solo habrá de expedirse si al menos uno de estos 

criterios aconseja la revisión del dictamen recurrido. Es decir, el 

ordenamiento impone que ejerzamos nuestra discreción y 

evaluemos si, a la luz de alguno de los criterios contenidos en la 

misma, se requiere nuestra intervención. 

En lo pertinente a este caso, el certiorari también es el recurso 

apropiado para solicitar la revisión de determinaciones 

postsentencia35. A esos efectos, el Tribunal Supremo expresó que:   

Las resoluciones atinentes a asuntos postsentencia no se 
encuentran comprendidas entre aquellas determinaciones 
de naturaleza interlocutoria categóricamente sujetas a 
escrutinio mediante el recurso de certiorari. De otra parte, 
por emitirse este tipo de decisión luego de dictada la 
sentencia, usualmente tampoco cualifica para el recurso de 
apelación provisto para dictámenes judiciales finales. Se 
corre el riesgo, por lo tanto, de que fallos erróneos nunca se 
vean sujetos a examen judicial simplemente porque ocurren 
en una etapa tardía en el proceso, tal como lo es la ejecución 
de sentencia36. 

 

Por lo tanto, para ejercer debidamente nuestra facultad 

revisora es menester evaluar si, a la luz de los criterios antes 

enumerados, se justifica nuestra intervención, pues distinto al 

recurso de apelación, este tribunal posee discreción para expedir el 

auto de certiorari37. Por supuesto, esta discreción no opera en el 

vacío y en ausencia de parámetros que la dirijan38. 

 

 

 
35 IG Builders et al. v. BBVAPR, supra, pág. 339. 
36 Íd. 
37 Feliberty v. Soc. de Gananciales, 147 DPR 834, 837 (1999). 
38 IG Builders et al. v. BBVAPR, supra; Rivera Figueroa v. Joe’s European Shop, 

183 DPR 580 (2011). 
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-B- 

El emplazamiento es el mecanismo procesal que permite al 

tribunal adquirir jurisdicción sobre el demandado, de forma tal que 

éste quede obligado por el dictamen que finalmente emita39. Se trata 

de un trámite de raigambre constitucional, pues la jurisdicción 

sobre la persona está estrechamente ligada al debido proceso de 

ley40. 

 El emplazamiento diligenciado conforme a derecho es 

principio esencial del debido proceso de ley. El mismo tiene el 

propósito primordial de notificar de forma sucinta y sencilla a la 

parte demandada que existe una acción en su contra para así 

garantizarle la oportunidad de comparecer en el juicio, ser oído y 

presentar prueba en su defensa41. 

Los requisitos para emplazar que reconoce nuestro 

ordenamiento jurídico deben cumplirse estrictamente. Lo contrario, 

priva al tribunal de actuar sobre la persona del demandado42. Es 

decir, un tribunal no adquiere jurisdicción sobre una persona hasta 

tanto el emplazamiento se haya diligenciado43. Aun cuando una 

persona haya sido nombrada en el epígrafe de la demanda, esta se 

considera como una parte nominal hasta tanto sea emplazada44. 

Cónsono a lo anterior, la Regla 4.4. (a) de Procedimiento Civil 

dicta la manera en que debe llevarse a cabo el diligenciamiento del 

emplazamiento para que una persona quede adecuadamente 

emplazada. En detalle, la referida regla dispone lo siguiente: 

El emplazamiento y la demanda se diligenciarán 
conjuntamente. Al entregar la copia de la demanda y del 
emplazamiento, ya sea mediante su entrega física a la parte 
demandada o haciéndolas accesibles en su inmediata 
presencia, la persona que lo diligencie hará constar al dorso 
de la copia del emplazamiento sobre su firma, la fecha, el 

 
39 Márquez Resto v. Barreto Lima, 143 DPR 137, 142 (1997). 
40 Datiz v. Hospital, 163 DPR 10, 15 (2004); Rivera v. Jaume, 157 DPR 562, 579 

(2002); Reyes v. Oriental, 133 DPR 15, 21 (1993). 
41 Banco Central Corp. v. Capitol Plaza, Inc. 135 DPR 760, 763 (1994). 
42 Lucero v. San Juan Star, 159 DPR 494, 507 (2003); Álvarez v. Arias, 156 DPR 

352, 366 (2002). 
43 Torres Zayas v. Montano Gómez, 199 DPR 458, 467 (2017). 
44 Íd. 
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lugar, el modo de la entrega y el nombre de la persona a 
quien se hizo la entrega. El diligenciamiento se hará de la 
manera siguiente: 
 
(a) A una persona mayor de edad, entregando copia del 

emplazamiento y de la demanda a ella personalmente o 

a un agente autorizado o una agente autorizada por ella 

o designada por ley para recibir un emplazamiento45. 

(Énfasis nuestro). 

La misma regla, en su inciso (e), regula la manera en que se 

debe diligenciar el emplazamiento personal a una corporación. En 

esencia, la Regla 4.4(e) de las de Procedimiento Civil dispone que el 

emplazamiento deberá diligenciarse entregando una copia de este y 

de la demanda a un oficial, un gerente administrativo, un agente 

general, “o a cualquier otro u otra agente autorizado o autorizada 

por nombramiento o designado por ley para recibir 

emplazamientos”46. 

 Ahora bien, nuestra Asamblea Legislativa ha reconocido una 

serie de alternativas para adquirir jurisdicción sobre una 

corporación. En lo pertinente, el Artículo 12.1 de la Ley Núm. 164 

de 16 de diciembre de 2009, según enmendada, conocida como Ley 

General de Corporaciones, (Ley Núm. 164-2009) establece lo 

siguiente: 

A. Se emplazará a cualquier corporación organizada en el 
Estado Libre Asociados entregando personalmente una 
copia del emplazamiento a cualquier oficial o director 
de la corporación en el Estado Libre Asociado, o al 
agente inscrito de la corporación en el Estado Libre 
Asociado, o dejándola en el domicilio o residencia 

habitual de cualquier oficial, director o agente inscrito (si 
el agente inscrito es un individuo) en el Estado Libre 
Asociado, o en la oficina designada u otra sede de 
negocios de la corporación en el Estado Libre Asociado. 
Si el agente inscrito fuere una corporación, se podrá 
efectuar el emplazamiento a través de dicha corporación 
en calidad de agente, mediante la entrega en el Estado 
Libre Asociado de una copia del emplazamiento al 
presidente, vicepresidente, secretario, subsecretario o 
cualquier director del agente residente corporativo. El 
emplazamiento diligenciado mediante la entrega de una 
copia en el domicilio o residencia habitual de cualquier 
oficial, director o agente inscrito, o en la oficina designada 
u otra sede de negocios de la corporación en el Estado 
Libre Asociado, para ser eficaz, deberá dejarse en 
presencia de un adulto por lo menos seis (6) días previos 

 
45 32 LPRA Ap. V, R. 4.4 (a). 
46 32 LPRA Ap. V, R. 4.4. 
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a la fecha del señalamiento del procedimiento judicial y 
el emplazados, informará claramente, la forma de 
diligenciamiento en la notificación de la misma. Si la 
comparecencia ha de ser inmediata, el emplazamiento 
deberá entregarse en persona al oficial, director o agente 
residente. 
 

B. Cuando mediante la debida diligencia no pudiere 
emplazarse una corporación entregando el 
emplazamiento a cualquier persona autorizada para 
recibirlo, según lo dispuesto en el inciso (A) de este 
Artículo, tal emplazamiento, se diligenciará según lo 
dispuesto en las Reglas de Procedimiento Civil del Estado 
Libre Asociado47. 

 

Adviértase que la Ley Núm. 164-2009, supra, provee tres 

alternativas para diligenciar el emplazamiento a una corporación. 

En primer lugar, dispone que podrá emplazarse a una corporación 

entregando personalmente una copia del emplazamiento a un 

oficial, director o agente inscrito de la corporación. En segundo 

lugar, provee la alternativa de dejar el emplazamiento junto a la 

demanda en, al menos, tres lugares, a saber: (1) el domicilio o la 

residencio habitual del oficial, director o agente inscrito de la 

corporación; (2) en la oficina designada de la corporación o, (3) en 

alguna otra sede de negocios de esta.  

Cuando se opte por alguna de las últimas dos alternativas 

reseñadas, la Ley Núm. 164-2009, supra, exige que el 

emplazamiento se deje en presencia de un adulto. El Tribunal 

Supremo ha explicado que la persona a través de la cual se pretende 

emplazar a la corporación “debe estar en una posición de suficiente 

responsabilidad como para que una persona razonable pueda 

presumir que transmitirá o remitirá a sus supervisores cualquier 

emplazamiento y demanda. Es decir, lo verdaderamente importante 

es la relación entre la persona adulta ante quien se deja el 

emplazamiento y la corporación”48. 

 

 

 
47 14 LPRA sec. 3781. 
48 Rivera Torres v. Díaz López, 207 DPR 636, 652 (2021). 
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III. 

 En su único señalamiento de error, el peticionario aduce que 

el foro primario incidió al no concluir que carecía de jurisdicción. 

Sostiene que el recurso apelativo presentado en el caso número 

KLAN202300491 no fue notificado a todas las partes, por lo que la 

Sentencia dictada en el caso es nula. Consecuentemente, alega que 

la Sentencia emitida el 18 de abril de 2023 por el TPI −mediante la 

cual se desestimó la Demanda−, es final y firme.  

 Luego de analizar el expediente apelativo y la fundamentada 

Resolución del TPI a la luz de los criterios de la Regla 40 del Tribunal 

de Apelaciones, supra, no encontramos razón por la cual este Foro 

deba intervenir. Al examinar el proceder del foro primario, no 

identificamos que haya actuado de manera arbitraria, prejuiciada o 

haya cometido un craso abuso de discreción. Tampoco el 

peticionario constató que abstenernos de interferir con el dictamen 

del TPI constituiría un fracaso irremediable de la justicia, de manera 

que estemos llamados a ejercer nuestra función revisora. 

En ese sentido, entendemos que el TPI no abusó de su 

discreción ni fue irrazonable en forma alguna. Además, tampoco 

encontramos justificación alguna para intervenir con la orden cuya 

revisión se solicita, a la luz de los criterios establecidos en la Regla 

52.1 de Procedimiento Civil, supra, y la Regla 40 de este tribunal; 

Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 40. 

En consecuencia, denegamos la expedición del auto de certiorari. 

IV. 

 Por los fundamentos antes expuestos, denegamos la 

expedición del auto de certiorari. 

Notifíquese. 
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Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. La Jueza Álvarez Esnard concurre con el 

resultado, sin escrito. 

 

 
 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


